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[bookmark: _Hlk143780582]SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL – Obligaciones ― Contratación Estatal

De esta forma, la verificación de cumplimiento de las obligaciones frente al Sistema de Seguridad Social Integral cambia, dependiendo si se trata de una persona natural o de una jurídica: i) si es una natural, la Entidad Estatal verificará el pago al Sistema de Seguridad Social Integral cuando se realicen los pagos derivados del contrato, es decir, durante su ejecución; y ii) si se refiere a una persona jurídica, el comprobante de pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral de sus empleados se debe aportar con la presentación de la oferta, este constituye un criterio de admisión de la oferta. Lo anterior, sin perjuicio de que durante la ejecución del contrato también se acredite el pago al Sistema de Seguridad Social Integral para pagar las cuentas o facturas si a ello hubiere lugar.

Igualmente, en virtud del artículo 50 de la Ley 789 de 2002, la entidad verificará, tanto para las personas naturales como para las jurídicas, la realización de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral, al momento de su liquidación, y dejarán constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda su vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron cotizar.

SEGURIDAD SOCIAL ― Verificación ― Contratos de aprovechamiento del espacio público

Los contratos que celebren las Entidades Estatales con particulares para el aprovechamiento económico del espacio público tienen la naturaleza jurídica de contratos estatales, aun cuando sean atípicos y con independencia de que la entidad no realice erogación alguna y sea acreedora de la contraprestación, pues la Ley 80 de 1993 adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico. 

En consecuencia, les resulta aplicable el artículo 50 de la Ley 789 de 2002, norma que se refiere a contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público. Por lo anterior, la entidad deberá verificar que el contratista se encuentre al día en sus obligaciones con los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya lugar. 

Tratándose de personas naturales, dicho deber implica verificar que el particular se encuentre afiliado al Sistema de Seguridad Social Integral —ya sea en calidad de cotizante dependiente, de beneficiario, de afiliado al Régimen Subsidiado en salud o de afiliado a un régimen exceptuado o especial—, de manera que bastará con acreditar dicha afiliación para la celebración del contrato, correspondiendo a la entidad evaluar si aquel se encuentra obligado a acreditar el pago de aportes, según el régimen y la normativa que le resulten aplicables, y dejar constancia expresa en el evento de que no lo esté. Lo anterior no resulta predicable cuando el aprovechamiento económico se materialice mediante acto administrativo, permiso o licencia, comoquiera que tanto el artículo 50 de la Ley 789 de 2002 —referido a la celebración, renovación o liquidación de contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público— como el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 —predicable del proponente y del contratista dentro de un proceso contractual— presuponen la existencia de un contrato estatal y no de un acto administrativo, permiso o licencia.


































Bogotá D.C., 18 de agosto de 2026	
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Señoras y Señores
[image: ][image: ]Municipio de Chiquinquirá
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Señoras y Señores del Municipio:

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente responde su solicitud de concepto del 02 de julio de 2026, en la cual manifiestan lo siguiente: 

“[…] Con fundamento en las consideraciones normativas y fácticas expuestas, respetuosamente solicitamos se sirvan emitir concepto respecto de los siguientes interrogantes: 
1. ¿Es jurídicamente obligatorio que el Municipio exija la afiliación y el pago de aportes al Sistema de Seguridad Social Integral como requisito para la celebración de un contrato de uso y aprovechamiento económico del espacio público? 
2. Considerando que el Municipio no realiza erogación alguna a favor del particular, sino que recibe una contraprestación económica por la utilización del espacio público, ¿resulta aplicable a este tipo de contratos el régimen de verificación y retención de aportes a la seguridad social previsto en el Decreto 780 de 2016 y el artículo 108 del Estatuto Tributario, diseñado para contratos en los que la entidad estatal actúa como contratante-pagadora? 
3. ¿La naturaleza jurídica de los contratos de uso y aprovechamiento económico del espacio público —en tanto actos de autorización que no implican relación laboral, prestación de servicios personales ni pago de honorarios o remuneración a cargo del Municipio— permite concluir que la obligación de verificar el cumplimiento de aportes al Sistema de Seguridad Social Integral no resulta exigible por parte de la entidad territorial? 
4. En caso de considerarse procedente dicha exigencia, ¿cuál sería el fundamento normativo específico que la sustenta y cuál sería el procedimiento que debería aplicar la entidad territorial para verificar su cumplimiento en este tipo de contratos? 
El concepto que esa entidad pueda emitir permitirá al Municipio adoptar criterios jurídicos uniformes y ajustados al ordenamiento jurídico vigente, garantizando la correcta aplicación de la normatividad, la protección del patrimonio público y, al mismo tiempo, el cumplimiento de las políticas de formalización económica e inclusión social dirigidas a la población más vulnerable. 
Agradecemos de antemano la atención prestada a la presente consulta y quedamos atentos a la orientación jurídica que esa Agencia considere pertinente impartir”. 

	De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: ¿son aplicables las obligaciones en materia de seguridad social a los contratos que celebren las Entidades Estatales con particulares para el aprovechamiento económico del espacio público?

2. Respuesta:

	Los contratos que celebren las Entidades Estatales con particulares para el aprovechamiento económico del espacio público tienen la naturaleza jurídica de contratos estatales, aun cuando sean atípicos y con independencia de que la entidad no realice erogación alguna y sea acreedora de la contraprestación, pues la Ley 80 de 1993 adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico. 
En consecuencia, les resulta aplicable el artículo 50 de la Ley 789 de 2002, norma que se refiere a contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público. Por lo anterior, la entidad deberá verificar que el contratista se encuentre al día en sus obligaciones con los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya lugar. 
Tratándose de personas naturales, dicho deber implica verificar que el particular se encuentre afiliado al Sistema de Seguridad Social Integral —ya sea en calidad de cotizante dependiente, de beneficiario, de afiliado al Régimen Subsidiado en salud o de afiliado a un régimen exceptuado o especial—, de manera que bastará con acreditar dicha afiliación para la celebración del contrato, correspondiendo a la entidad evaluar si aquel se encuentra obligado a acreditar el pago de aportes, según el régimen y la normativa que le resulten aplicables, y dejar constancia expresa en el evento de que no lo esté. Lo anterior no resulta predicable cuando el aprovechamiento económico se materialice mediante acto administrativo, permiso o licencia, comoquiera que tanto el artículo 50 de la Ley 789 de 2002 —referido a la celebración, renovación o liquidación de contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público— como el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 —predicable del proponente y del contratista dentro de un proceso contractual— presuponen la existencia de un contrato estatal y no de un acto administrativo, permiso o licencia.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados en adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. De acuerdo con el artículo 311 de la Constitución Política, corresponde a los municipios “ordenar el desarrollo de su territorio” y “el mejoramiento social y cultural de sus habitantes”. En consonancia con lo anterior, el numeral 9 del artículo 313 ibidem encomienda a los concejos municipales “[d]ictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio”.
Teniendo en cuenta las facultades en cabeza de los entes locales, la Ley 388 de 1997[footnoteRef:2] habilita a las autoridades municipales y distritales a regular la ocupación del espacio público cuando, por ejemplo, al delimitar el ordenamiento territorial para “disponer de instrumentos eficientes para orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y ocupación del espacio…” y en la “…definición de las estrategias territoriales de uso, ocupación y manejo del suelo, en función de los objetivos económicos, sociales, urbanísticos y ambientales”. Adicionalmente, la norma otorgó a los municipios la opción de crear entidades encargadas de administrar, desarrollar, mantener y financiar el espacio público, permitiendo la contratación con entidades privadas para su administración, mantenimiento y aprovechamiento económico. [2:  Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones.] 

De esta manera, el diseño del espacio público y la determinación de su uso corresponden a las autoridades municipales. El artículo 7º del Decreto 1504 de 1998 lo cataloga como “el elemento articulador y estructurante fundamental del espacio en la ciudad, así como el regulador de las condiciones ambientales de la misma, y por lo tanto se constituye en uno de los principales elementos estructurales de los Planes de Ordenamiento Territorial”. Las principales determinaciones en relación con este bien colectivo incumben a los concejos municipales o distritales en ejercicio de su competencia relacionada con la ordenación del territorio local. 
Posteriormente el artículo 40 de la Ley 2079 de 2021 precisó la facultad inicialmente contemplada en la Ley 9 de 1989 en los siguientes términos:

 “ARTÍCULO 40. ESPACIO PÚBLICO. Modifíquese el artículo 7° de la Ley 9ª de 1989, el cual quedará así:
"ARTÍCULO 7. Los Concejos Municipales y Distritales podrán, de acuerdo con sus competencias, crear entidades responsables de administrar, defender, desarrollar, mantener y apoyar financieramente el espacio público, el patrimonio inmobiliario y las áreas de cesión.
Así mismo, el alcalde Municipal o Distrital en el marco de sus competencias podrá crear dependencias u organismos administrativos, otorgándoles autonomía administrativa y financiera sin personería jurídica.
Los alcaldes municipales y distritales mediante decreto reglamentarán lo concerniente a la administración, mantenimiento y aprovechamiento económico del espacio público. Así mismo, podrán entregar a particulares la administración, mantenimiento y aprovechamiento económico de los bienes de uso público, utilizando el mecanismo contenido en el Capítulo XVI de la Ley 489 de 1998. Igualmente podrán expedir actos administrativos que permitan la ocupación temporal de dichos bienes, considerando en ambos casos lo dispuesto por el artículo 63 de la Constitución.
Cuando las áreas de cesión para las zonas verdes y servicios comunales sean inferiores a las mínimas exigidas por las normas urbanísticas, o cuando su ubicación sea inconveniente para la ciudad, se podrá compensar la obligación de cesión, en dinero o en otros inmuebles, en los términos que reglamenten los concejos municipales. Si la compensación es en dinero, se deberá asignar su valor a los mismos fines en lugares apropiados según lo determine el plan de ordenamiento territorial o los instrumentos que lo desarrollen o complementen. Si la compensación se satisface mediante otro inmueble, también deberá estar ubicado en un lugar apropiado según lo determine el mismo plan.
Los aislamientos laterales, paramentos y retrocesos de las edificaciones no podrán ser compensados en dinero ni canjeados por otros inmuebles. 
PARÁGRAFO 1. Se presume de derecho que en los actos y contratos que se expidan y suscriban para el aprovechamiento económico del espacio público, se encuentra contenida la cláusula de reversión contenida en el Artículo 14, Numeral 2 y 19 de la Ley 80 de 1993 y Artículo 29 de la Ley 1150 de 2007, la cual operará una vez se extinga el plazo dispuesto en los actos y contratos.
PARÁGRAFO 2. Para la intervención u ocupación de los espacios públicos, la entidad administradora del espacio público o el tercero encargado no requerirá de la obtención de licencia de ocupación e intervención.
PARÁGRAFO 3. El ejercicio de las competencias contenidas en los incisos 1 y 2 de este artículo, referidas a los Concejos y Alcaldes Municipales y Distritales, se cumplirán con estricta sujeción a lo dispuesto por la Ley 617 de 2000 y todas aquellas normas que sobre responsabilidad fiscal se encuentren vigentes".

Por otra parte, el Decreto 1504 de 1998 “Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial” (compilado en el Decreto único reglamentario 1077 de 2015) habilita a los entes territoriales para autorizar la administración, mantenimiento y el aprovechamiento económico del espacio público cuando lo soliciten los particulares y las autoridades lo estimen oportuno, siempre que ello no incida sobre la destinación al uso común que es propia de esta clase de bienes, no se generen derechos reales y se asegure la prevalencia del interés general. Lo anterior se extrae de los artículos 18 y 19 del Decreto 1504 de 1998, los cuales disponen: 

[bookmark: 18]“ARTÍCULO 18. Artículo compilado en el artículo 2.2.3.3.3 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015. Los municipios y distritos podrán contratar con entidades privadas la administración, mantenimiento y el aprovechamiento económico para el municipio o distrito del espacio público, sin que impida a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito.
[bookmark: 19]ARTÍCULO 19. Artículo compilado en el artículo 2.2.3.3.4 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015. En el caso de áreas públicas de uso activo o pasivo, en especial parques, plazas y plazoletas, los municipios y distritos podrán autorizar su uso por parte de entidades privadas para usos compatibles con la condición del espacio mediante contratos. En ningún caso estos contratos generarán derechos reales para las entidades privadas y deberán dar estricto cumplimiento a la prevalencia del interés general sobre el particular.

La figura busca facilitar una gestión eficiente de los bienes de uso público por parte de los entes municipales, sin perjuicio del imperativo constitucional y legal de asegurar su afectación al fin público, su inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad, todo lo cual se debe traducir en un clausulado contractual que garantice y desarrolle la prevalencia del interés general, al tiempo que respete los límites que se derivan del régimen jurídico delineado para estos bienes por el artículo 63 de la Constitución Política. 
A pesar de lo anterior, no existe en el ordenamiento jurídico colombiano norma específica que se refiera a los mecanismos que pueden adoptar los entes territoriales para materializar dicha gestión de los bienes de uso público. Si bien la normativa es clara en que la entidad puede conceder la autorización para lo anterior mediante actos administrativos, permisos o licencias, o mediante la suscripción de contratos, la elección de la tipología contractual en este último supuesto supone diversos retos. Sobre lo anterior, el Consejo de Estado reconoció la diversidad de instrumentos jurídicos disponibles para la gestión de los bienes de uso público, aclarando la improcedencia del contrato de arrendamiento, así: 
Vistas así las cosas, la Sala unifica su criterio, en el sentido de afirmar que el contrato de arrendamiento no puede ser utilizado para entregar bienes de uso público para su aprovechamiento, quedando abierta la posibilidad a que se utilicen otras fórmulas contractuales o unilaterales, como el contrato de concesión, o la expedición de licencias o permisos para ese efecto. [...] No debe olvidarse aquí que, con independencia del instrumento jurídico que se utilice para la gestión del bien (acto administrativo unilateral, acto administrativo concertado o contrato a excepción del contrato de arrendamiento), por expresa disposición constitucional, siempre que el objeto del negocio jurídico tenga la calidad de bien de uso público, sus reglas de uso, disfrute y disposición deberán consultar forzosamente el régimen que se desprende del artículo 63 de la Carta y del principio de prevalencia del interés general (artículos 1 y 58 superiores). Por ende, deberá asumirse que además de bienes inalienables, inembargables e imprescriptibles, se trata de bienes afectados a una destinación de interés general, que constituye su finalidad esencial y que no es otra que servir para el uso y disfrute de la colectividad[footnoteRef:3]. [3:  CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de unificación del 14 de agosto de 2018. Rad. 05001-33-31-003-2009-00157-01(AP)SU. C.P. Oswaldo Giraldo López.] 

En este sentido, los entes territoriales tienen la facultad de elegir el tipo contractual que se adapte mejor al cumplimiento de los fines buscados, en virtud de la libertad que para ello concede la Ley 80 de 1993. Parte de la doctrina, ha identificado al menos dos tipos de contratos de los que puede hacer uso las entidades: a) los contratos de aprovechamiento de espacio público y b) los contratos de concesión de bienes públicos. La primera tipología corresponde a la establecida en el artículo 19 del Decreto 1504 de 1998, compilado en el artículo 2.2.3.3.4 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, frente al cual no existe una regulación específica, pero se puede identificar como características esenciales que guían su celebración: a) la ocupación privativa, complementaria o compatible con el uso público del bien, b) una remuneración a favor de la Administración propietaria del bien por el uso privativo directamente ligado al beneficio financiero extraído de su ocupación; c) la inclusión de una cláusula de protección de la afectación del bien, así como de las cláusulas excepcionales y de reversión; y d) la imposibilidad de reconocer derechos reales[footnoteRef:4].  [4:  PIMIENTO Echeverri, Julián. El aprovechamiento económico de los bienes de uso público. Reflexiones con ocasión del reciente fallo de unificación sobre la improcedencia del contrato de arrendamiento. En: Revista Digital de Derecho Administrativo. Universidad Externado de Colombia. Diciembre. 2019.] 

Con respecto al uso de la concesión como tipología contractual, la doctrina ha resaltado la necesidad de compatibilizar el uso común y el uso privativo, imponiendo ciertas limitaciones. Por otra parte, también ha resaltado las dudas sobre su naturaleza jurídica eso es, si tiene carácter unilateral o contractual, frente a lo cual se ha concluido que:
Sobre ese punto, si bien existe alguna postura que afirma que dicha concesión solo puede ser unilateral, el consenso legal y doctrinal es que su naturaleza puede ser tanto bilateral –contrato–, como unilateral –permiso–. Lo importante es que en ambos casos los títulos habilitantes desarrollan el interés patrimonial del Estado, sin dejar de lado preocupaciones ligadas al respeto de la afectación y la garantía del orden público. 
Se concluye entonces que, la normativa del sistema de compra pública no define una tipología contractual específica para materializar el aprovechamiento económico del espacio público. No obstante, las Entidades Estatales, en virtud de la autonomía de la voluntad, pueden crear derechos y obligaciones contenidos en contratos atípicos los cuales no se encuentran prohibidos por el ordenamiento jurídico en la medida en que no contravengan el orden público y las buenas costumbres. 
Adicionalmente, con independencia del instrumento jurídico que se utilice para la gestión del bien, lo cual incluye tanto los actos administrativos como los contratos (a excepción del de arrendamiento), es claro que el objeto del negocio jurídico, al tener la calidad de bien de uso público, debe respetar sus reglas de uso, disfrute y disposición, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 63 de la Carta y del principio de prevalencia del interés general. Lo anterior, implica considerar su carácter de bienes inalienables, inembargables e imprescriptibles, al tratarse de bienes afectados a una destinación de interés general. 

ii. Con respecto a las obligaciones que en materia de seguridad social rigen los contratos estatales, el artículo 50 de la Ley 789 de 2002 estableció, como obligación de quien quiere celebrar, renovar o liquidar contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público, cumplir con las obligaciones frente a los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a la Caja de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje cuando a ello haya lugar. En particular, la persona natural que no ostenta la calidad de empleadora no es sujeto de aportes parafiscales a las Cajas de Compensación Familiar, al Servicio Nacional de Aprendizaje ni al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. En tal caso, el deber de verificación se circunscribe a la afiliación y, cuando haya lugar a cotizar, al Sistema General de Seguridad Social en Salud y en Pensiones, y a Riesgos Laborales si la actividad lo exige. De este modo, la exigencia no se convierte en una barrera para la población vulnerable, pues la afiliación al Régimen Subsidiado en salud satisface el requisito para la celebración. Además, facultó a la entidad estatal para verificar y dejar constancia, al momento de liquidar los contratos, del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados, durante toda su vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debió cotizar.
La norma citada también aclara que las personas jurídicas que quieran celebrar contratos con las Entidades Estatales deben acreditar el pago al Sistema de Seguridad Social Integral de sus empleados, y que por eso deben presentar una certificación expedida por el revisor fiscal o por el representante legal, durante un lapso equivalente al que exija el respectivo régimen de contratación para que se hubiera constituido la sociedad, el cual, en todo caso, no debe ser inferior a los 6 meses anteriores a la celebración del contrato. En este sentido, la ley establece que para presentar la oferta las personas jurídicas deben acreditar el requisito señalado anteriormente, es decir, el pago al sistema de seguridad social de sus empleados.
En igual sentido, el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 modificó el inciso segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, incluyendo la obligación, para los proponentes y contratistas, de estar a paz y salvo con los aportes parafiscales al Sistema de Seguridad Social integral, al señalar:

“[…] El proponente y el contratista deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda.
Parágrafo 1. El requisito establecido en la parte final del inciso segundo de este artículo deberá acreditarse para la realización de cada pago derivado del contrato estatal.
El servidor público que sin justa causa no verifique el pago de los aportes a que se refiere el presente artículo, incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con arreglo al régimen disciplinario vigente”.

De la lectura integral del artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 se infiere que, si bien los proponentes y los contratistas deben estar al día en el pago al Sistema de Seguridad Social Integral, la verificación de este requisito, por parte de las Entidades Estatales, se efectuará cuando realicen los pagos derivados del contrato, es decir, durante la ejecución.
De esta forma, la verificación de cumplimiento de las obligaciones frente al Sistema de Seguridad Social Integral cambia, dependiendo si se trata de una persona natural o de una jurídica: i) si es una natural, la Entidad Estatal verificará el pago al Sistema de Seguridad Social Integral cuando se realicen los pagos derivados del contrato, es decir, durante su ejecución; y ii) si se refiere a una persona jurídica, el comprobante de pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral de sus empleados se debe aportar con la presentación de la oferta, este constituye un criterio de admisión de la oferta. Lo anterior, sin perjuicio de que durante la ejecución del contrato también se acredite el pago al Sistema de Seguridad Social Integral para pagar las cuentas o facturas si a ello hubiere lugar.
Igualmente, en virtud del artículo 50 de la Ley 789 de 2002, la entidad verificará, tanto para las personas naturales como para las jurídicas, la realización de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral, al momento de su liquidación, y dejarán constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda su vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron cotizar.
iii. El marco jurídico expuesto tiene implicaciones distintas según los mecanismos que implemente la Entidad Estatal para materializar el aprovechamiento del espacio público. En primer lugar, cuando el aprovechamiento del bien de uso público se materialice mediante un acto administrativo no será aplicable lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002, que condiciona el requisito de cumplir con las obligaciones frente a los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a la Caja de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje a que se trate de la celebración, renovación o liquidación de contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público. Se sigue de lo anterior que tampoco es procedente la aplicación del el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 sobre esta materia.
Lo anterior se deriva de que el contrato es un “acto jurídico voluntario, una declaración de voluntad, que tiene por objeto establecer una relación jurídica entre dos personas, obligando a la una para con otra a determinada prestación”[footnoteRef:5]. Se trata de un negocio jurídico en el sentido de que es el resultado de un acto dispositivo o de autorregulación de intereses de dos o más sujetos con efectos jurídicos para crear, modificar o extinguir relaciones jurídicas[footnoteRef:6].  [5:  CLARO SOLAR, Luis. Explicaciones de derecho civil chileno y comparado. Tomo Décimo – Obligaciones y contratos 1. Santiago de Chile, Nascimiento, 1936. ]  [6:  “[...]el negocio jurídico es un acto de autonomía privada jurídicamente relevante; acto de autorregulación de los propios intereses: la ley no delimita totalmente su contenido, señala orientaciones y límites a la actividad dispositiva, indaga sobre su observancia y, no hallando reparo que formular, interpreta el comportamiento, lo ubica dentro del marco de circunstancias en que se realizó y, una vez encasillado dentro de uno de los tipos socialmente reconocidos, le asigna los efectos que mejor correspondan a la determinación particular así alindada y calificada”. (HINESTROSA, Fernando, Tratado de las Obligaciones II De las fuentes de las obligaciones: El Negocio Jurídico, Volumen I, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2015, pág. 107).] 

En efecto, el artículo 1495 del Código Civil establece que el “[c]ontrato o convención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer, o no alguna cosa. Cada parte puede ser de una o muchas personas”. A su turno, el Código de Comercio establece en el artículo 864 que “[e]l contrato es un acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre ellas una relación jurídica patrimonial”.
Por su parte, el artículo 1º de la Ley 80 de 1993 –Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, en adelante EGCAP–, determina que su objetivo es disponer de reglas y principios que rigen los contratos de las Entidades Estatales y, en ese sentido, el artículo 32 ibidem define los contratos estatales como “todos los actos jurídicos, generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere este estatuto [art. 2], previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad”. En este sentido las obligaciones que establece el ordenamiento jurídico para quienes celebran contratos estatales no se predican de las autorizaciones que otorgue la entidad municipal mediante acto administrativo para el aprovechamiento económico del espacio público. 
[bookmark: _Hlk150759794]Otro es el escenario cuando el mecanismo adoptado por la entidad para lo anterior sea la celebración de un contrato estatal. Como se dijo antes, aunque los contratos celebrados por las entidades para el aprovechamiento del espacio público sean atípicos, no por ello pierden la naturaleza de contratos estatales. Esto se debe a que para la configuración de un contrato estatal basta con que una de las entidades que enumera el artículo 2º de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:7] sea una de las partes, sin importar el extremo de la relación jurídico negocial que asuma. Al respecto, el Consejo de Estado ha sostenido que el criterio definitorio de un contrato estatal es que haya sido celebrado por una Entidad Estatal: [7:  El artículo 2º define, para los efectos del ámbito de sujeción del estatuto, que se denominan entidades estatales: a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles. b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, las contralorías departamentales, distritales y municipales, la Procuraduría General de la Nación, la Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los departamentos administrativos, las superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en general, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos.] 


“Nótese cómo, elemento esencial para calificar de estatal un contrato, es que haya sido celebrado por una entidad estatal, es decir, una entidad pública con capacidad legal para celebrarlo. Dicho de otro modo, no existen contratos estatales celebrados entre particulares, ni siquiera cuando éstos han sido habilitados legalmente para el ejercicio de funciones públicas”[footnoteRef:8]. [8:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 4 de abril de 2002, M.P. Alier E. Hernández Enríquez. Rad. 1999-0290-01 (17.244).] 


[bookmark: _Hlk150759930]Así pues, el contrato estatal es el acto jurídico creador de obligaciones en cuya celebración concurre una Entidad Estatal, independientemente de que se trate de contratos previstos o tipificados en el derecho privado, en disposiciones especiales o que sencillamente resulten del ejercicio de la autonomía de la voluntad, como sucede con los que se clasifican como atípicos e innominados –artículo 32 de la Ley 80–. Por lo tanto, la Ley 80 de 1993 adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, esto es, en atención a la naturaleza de los sujetos u órganos que intervienen en la formación del vínculo contractual, para efectos de determinar que los contratos podrán catalogarse como estatales únicamente en cuanto en uno de sus extremos, al menos, se encuentre una Entidad Estatal[footnoteRef:9], con independencia del régimen de derecho aplicable. [9:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Auto del 30 de enero de 2008. Rad. 32.867, M.P. Mauricio Fajardo Gómez.] 

Este entendimiento encuentra, además, recepción en los artículos 13 y 40 de la Ley 80 de 1993, los cuales integran al derecho contractual estatal “las disposiciones comerciales y civiles pertinentes”, cuando indican que estos se regirán de forma supletiva por ese régimen jurídico, salvo en las materias expresa y particularmente reguladas por el EGCAP, lo que permite concluir que “mediante la Ley 80, se pretendió que la actividad contractual del Estado quedará bajo la égida del contrato estatal, caracterizado por tener un régimen jurídico mixto, integrado por normas de derecho público y derecho privado”[footnoteRef:10]. En armonía con lo anterior, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, expresó que, en tal virtud, por regla general: [10:  CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. Sentencia de 23 de septiembre de 1997, Rad. S-701.] 


“[…] las entidades estatales dentro del ámbito de aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Púbica, cuando celebren contratos deben cumplir las disposiciones del derecho privado (comerciales y civiles) que resulten aplicables, excepto en aquellas materias expresamente reguladas por el citado Estatuto y las normas que lo modifiquen o adicionen, verbigracia, los mecanismos de selección, los principios de transparencia, economía y responsabilidad, el deber de selección objetiva, las inhabilidades e incompatibilidades para contratar, los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato, el equilibrio económico y financiero del contrato, las cláusulas excepcionales (interpretación, modificación y terminación  unilaterales, caducidad, reversión y sometimiento de a las leyes nacionales), la imposición y efectividad de las multas y cláusula penal una vez pactadas, las garantías del contrato, las nulidades específicas del contrato estatal, el silencio administrativo positivo, la liquidación del contrato, entre otras”[footnoteRef:11].  [11:  CONSEJO DE ESTADO, Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 15 de mayo de 2018, Rad. 2335.] 


[bookmark: _Hlk121750642]Ahora bien, teniendo en cuenta el objeto de su consulta, es preciso mencionar que las Entidades Estatales regidas por el EGCAP están habilitadas para celebrar los contratos que suelen celebrar los particulares entre sí –como el de aprovechamiento de espacio público– en ejercicio de la autonomía de la voluntad privada. En ese sentido, puede ocurrir que dentro de la gestión ordinaria de sus competencias las entidades tengan necesidades que deban ser satisfechas a través de contratos como el de concesión, arrendamiento, comodato o administración, en los que además de las disposiciones del EGCAP deberán aplicarse en su mayoría normas de derecho privado, lo que de ninguna manera desvirtúa la calidad de estatal de dichos contratos. 
Por otra parte, la calidad del contrato estatal tampoco depende de que la relación contractual implique o no la erogación de recursos públicos, o que la entidad sea acreedora o deudora de una contraprestación, ya que, se reitera, ello obedece a un criterio eminentemente orgánico. De acuerdo con esto, independientemente de que las Entidades Estatales realicen o no desembolsos de dinero a título de contraprestación, los contratos estatales, en tanto son celebrados para satisfacer necesidades de las Entidades Estatales, las cuales están asociadas al cumplimiento de sus funciones administrativas y cometidos misionales, involucran un interés público. 
De esta forma, si bien la regla general en la contratación pública es que la entidad se presenta como el comprador de un bien o servicio –lo que en el mercado usualmente representa la demanda–, ello no obsta para que algunas entidades asuman la posición del vendedor u oferente de bienes o el prestador de servicios, supuesto en el cual podrá ser la entidad quien reciba el pago de una contraprestación o retribución. En este caso también estaremos en presencia de un contrato estatal.
Por lo anterior, es claro que los contratos que celebren la entidades territoriales para la gestión o aprovechamiento del espacio público tienen la naturaleza jurídica de contratos estatales. En este sentido, se encuentran sujetos a este marco jurídico, incluyendo lo que en él se dispone frente al cumplimiento de obligaciones con respecto al Sistema General de Seguridad Social. Esto se evidencia de la redacción misma del citado artículo 50 de la Ley 789 de 2002, norma que impone dichas obligaciones para quien quiera celebrar, renovar o liquidar “contratos de cualquier naturaleza” con entidades del sector público, lo cual incluye, cualquier tipo de contrato estatal típico o atípico. 
De esta manera, dado que el artículo 50 ibidem es aplicable a cualquier contrato estatal y que los contratos que celebren las entidades para el aprovechamiento del espacio público tienen esta naturaleza, también en estos las entidades deberán cumplir con la obligación de verificar que el contratista se encuentre al día con los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya lugar. 
Sin embargo, es importante reiterar que en el caso de las personas naturales dicha obligación implica que la entidad debe verificar que el particular se encuentra afiliado, no que ha realizado pagos, al Sistema de Seguridad Social Integral. Por otra parte, la norma es clara en señalar que el deber de verificar que el contratista se encuentre al día en estas obligaciones aplica “cuando a ello haya lugar”. Lo anterior se debe a que la obligación de realizar aportes a dicho sistema dependerá del tipo de participante en el Sistema de Seguridad Social, como si se trata de un afiliado al régimen contributivo o subsidiado, circunstancia que deberá constar en los documentos del proceso como resultado del cumplimiento del deber de verificación.
Por ejemplo, frente al cumplimiento de las obligaciones en materia de seguridad social con respecto a personas registradas en el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales –Sisbén–, es importante resaltar que uno de los objetivos de este registro es identificar a quienes no tienen la capacidad de ser cotizantes en el régimen contributivo de salud. De esta manera, la clasificación en este segmento de la población permite que obtengan diversos beneficios, que pueden incluir el acceso gratuito al sistema de salud. 
En efecto, el artículo 242 de la Ley 1955 de 2019[footnoteRef:12] señala que son beneficiarios del régimen subsidiado en el sistema general de seguridad social en salud, las personas que no tienen capacidad de pago para asumir el valor total de la cotización que representa la afiliación al régimen contributivo. En consecuencia, la población que sea clasificada como “pobre o vulnerable” según el Sisbén recibirá subsidio pleno y no deberá contribuir. En contraste, quienes se encuentren en la clasificación de “no pobres o no vulnerables” también pertenecerán al régimen subsidiado, pero deberán contribuir solidariamente al sistema según su capacidad de pago. Quienes sí cuenten con esa capacidad deberán afiliarse al Régimen Contributivo. [12:  Ley 1955 de 2019. “Artículo 242. Solidaridad en el sistema de salud. Los afiliados al Régimen Subsidiado en el Sistema General de Seguridad Social en Salud son las personas sin capacidad de pago para cubrir el monto total de la cotización. La población que sea clasificada como pobre o vulnerable según el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (Sisbén), recibirá subsidio pleno y por tanto no deberá contribuir. Los afiliados al Régimen Subsidiado de salud que, de acuerdo al Sisbén, sean clasificados como no pobres o no vulnerables deberán contribuir solidariamente al sistema, de acuerdo a su capacidad de pago parcial, definida según el mismo Sisbén […]”.] 

 Lo expuesto implica que, tratándose de personas naturales, el contrato estatal puede celebrarse verificando que el particular se encuentre afiliado al Sistema de Seguridad Social Integral, ya sea en calidad de cotizante dependiente, de beneficiario, de afiliado al Régimen Subsidiado en salud o de afiliado a un régimen exceptuado o especial. Si el particular conserva esa condición durante la ejecución de un contrato de aprovechamiento económico del espacio público, no resulta procedente que la entidad le exija acreditar aportes propios al Sistema, pues conforme al marco jurídico aplicable se entiende que se encuentra al día en sus obligaciones.
Situación distinta se presenta si, como resultado del ejercicio de su actividad comercial, el particular adquiere la capacidad de pago exigida para pertenecer al Régimen Contributivo. En tal evento le corresponde reportar la novedad de afiliación ante cada subsistema —salud y pensiones y, cuando a ello haya lugar, riesgos laborales— y cotizar en la calidad que corresponda. Bajo ese supuesto, la entidad deberá dar cumplimiento al mandato del artículo 50 de la Ley 789 de 2002, verificando durante el ciclo contractual que el contratista se encuentre al día en sus obligaciones con el Sistema. A ello se suma que el propio artículo 242 de la Ley 1955 de 2019 asigna a los municipios el deber de garantizar que los afiliados al Régimen Subsidiado cumplan los requisitos legales para pertenecer a dicho régimen, sin perjuicio de las competencias de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social —UGPP—.
Ahora bien, en cuanto a la referencia del peticionario al Decreto 780 de 2016 y al artículo 108 del Estatuto Tributario, es preciso distinguir la fuente del deber. El mecanismo de retención y giro de aportes que el Decreto 1273 de 2018 adicionó al Decreto 780 de 2016 opera respecto de los contratos de prestación de servicios personales, en los que el contratante paga al contratista y, por esa vía, retiene y gira las cotizaciones. Ese supuesto no se configura en el aprovechamiento económico del espacio público, en el que el particular no presta un servicio personal a la entidad ni recibe pago de esta. De igual modo, el artículo 108 del Estatuto Tributario supedita la deducción del pago a que quien lo realiza verifique el cumplimiento de los aportes, presupuesto que tampoco se satisface cuando la entidad no efectúa erogación alguna, sino que percibe una contraprestación. Por consiguiente, ni el régimen de retención del Decreto 780 de 2016 ni el artículo 108 del Estatuto Tributario constituyen el fundamento del deber de verificación en esta clase de contratos. Dicho deber deriva del artículo 50 de la Ley 789 de 2002 y del artículo 23 de la Ley 1150 de 2007, que se aplican a todo contrato estatal con independencia de si la entidad paga o recibe la contraprestación.
En suma, el artículo 50 de la Ley 789 de 2002 no distingue en razón de la cuantía, la duración ni la naturaleza del contrato; por tanto, resulta aplicable a cualquier contrato estatal, incluidos los que las entidades celebren con particulares para el aprovechamiento económico del espacio público. Se reitera, en todo caso, que cuando el contratista sea persona natural bastará con acreditar su afiliación al Sistema para la celebración del contrato. Corresponderá a la entidad evaluar si aquel se encuentra obligado a acreditar el pago de aportes, según el régimen y la normativa que le resulten aplicables, dejando constancia expresa en el evento de que no lo esté, y adoptar, en el marco de su autonomía, las medidas que le permitan verificar que el contratista permanece al día en sus obligaciones durante la ejecución y la liquidación del contrato. Finalmente, para establecer las obligaciones que en concreto tenga un determinado particular frente al Sistema, así como los medios idóneos para su verificación, deberá elevar la consulta ante el Ministerio de Salud y Protección Social o ante la UGPP, autoridades competentes en la materia.
En cuanto al procedimiento, y en el marco de su autonomía, la entidad puede: (i) verificar la afiliación del particular al Sistema —consultando, por ejemplo, la base de datos única de afiliados que administra la ADRES para el componente de salud— y dejar constancia de su calidad de cotizante, beneficiario o afiliado al Régimen Subsidiado o a un régimen exceptuado o especial; (ii) cuando el particular esté obligado a cotizar como independiente, requerir la planilla integrada de liquidación de aportes (PILA) correspondiente y verificar la relación entre lo cotizado y el ingreso base, teniendo en cuenta la regla del ingreso base de cotización aplicable a los trabajadores independientes; (iii) dejar constancia expresa en el expediente cuando el particular no esté obligado a acreditar el pago de aportes; y (iv) para los casos concretos que ofrezcan duda sobre el régimen aplicable o los medios de prueba idóneos, elevar la consulta al Ministerio de Salud y Protección Social o a la UGPP, autoridades competentes en la materia.[footnoteRef:13] [13:  Ley 1955 de 2019, artículos 242 y 244. La verificación de la afiliación en salud puede apoyarse en la información de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES).] 

Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados en adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.
4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia, artículos 63, 311 y 313.
· Ley 9 de 1989, artículo 7 (modificado por el artículo 40 de la Ley 2079 de 2021).
· Ley 80 de 1993, artículos 2, 13, 32, 40 y 41.
· Ley 388 de 1997.
· Ley 789 de 2002, artículo 50.
· Ley 1150 de 2007, artículo 23.
· Ley 1955 de 2019, artículos 242 y 244.
· Ley 2079 de 2021, artículo 40.
· Decreto 1504 de 1998, artículos 7, 18 y 19 (compilados en el Decreto 1077 de 2015, artículos 2.2.3.3.3 y 2.2.3.3.4).
· Decreto 780 de 2016 (modificado por el Decreto 1273 de 2018).
· Estatuto Tributario, artículo 108.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre los contratos de aprovechamiento del espacio público en el Concepto C-043 del 04 de julio de 2024. Sobre la verificación del pago de la Seguridad Social se refirió en los conceptos C-040 de 5 de febrero de 2020 y, C-042 de 5 de febrero de 2020, C-205 del 07 de abril de 2020, C-134 del 07 de abril de 2021, C-181 de 7 de abril de 2022, C-679 del 14 de octubre de 2022, C-778 del 29 de noviembre de 2022, C-110 de 14 de junio de 2024, C-273 del 22 de agosto de 2024, C-779 del 12 de noviembre de 2024, C-909 de 17 de diciembre de 2024 y C-074 de 20 de febrero de 2025, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.
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